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pero, al mismo tiempo, se establecen las normas de
cómo la Universidad, cón2o la Facultad, la Junta de
Facultad de Medicina, puede conceder la autoriza-
ción docente, la venia docente a aquellos Centros de
especialización que estén regidos y llevados en una
forma eficiente. ¿Significa esto, como se ha preten-
dido por alguien que no conocía ni la ley ni los pro-
pósitos, ni había hablado con ninguno de nosotros
para orientarle, que vamos a proceder a distribuir
títulos gratuitos, en el sentido de generosos y sin mo-
tivo ninguno de correspondencia cultural por parte
de los que resultasen agraciados? Títulos y cátedras.
No, eso no. Es que la Facultad de Medicina conce-
derá la venia docente. La Junta de Facultad, no un
catedrático aislado por titular que sea, concederá la
venia docente, reconociendo el funcionamiento de
Centro clínico no universitario, como Centro especia-
lizado. Pero este reconocimiento del Centro no es, ni
mucho menos, de por vida, no es un derecho que
se confiera a un Centro y que éste ya, en lo sucesi-
vo, no necesite estar diariamente justificando el honor
que ha recibido. La Junta de Facultad tiene siempre
la inspección de estos Centros. El Rectorado, según
el proyecto de ley, ejerce la inspección inmediata de
todos esos Centros y, a propuesta de la Junta de Fa-
cultad, ésta, a su vez, propondría a la Universidad
la ampliación de este honor de la venia docente con-
cedida a aquel Centro de especialidad.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

El resto de la ley es muy importante. Señala to-
das aquellas disposiciones transitorias que tienden a
establecer el paso entre la clásica zona en la que no
haya promoción alguna, pero en la que existen de
hecho unos derechos creados por un ejercicio clínico
en un tiempo determinado, y la reglamentación fu-
tura, que, claro, al lado de esto, aunque sea muy am-
plia, muy generosa, de una gran libertad, comparada
con esta carencia absoluta de legislación, puede pa-
recer excesiva, y así se ha llegado al tope de tres
años para legalizar esta situación para el especialista
que ya lleve este tiempo ejerciendo públicamente, ha-
biendo recibido de la opinión pública que estaba en
torno a él, que le confiaba su salud, testimonio más
que suficiente para revalidar ante la conciencia so-
cial que él era realmente un especialista. En las dis-
posiciones transitorias de la ley nos hemos vuelto a
referir a estos tres años, no habiendo faltado algún
compañero que, con el mejor deseo, expresara que
estos tres años representaban una fecha misteriosa
porque se ampliaba hasta esta fecha de tres la efica-
cia, la realidad de la actual situación, legalizándola;
pero es que este período es exactamente el mismo
que, con distintas variantes, como término medio, se
ha adoptado como período de especialización, que
tiene forzosamente que ser distinto según las espe-
cialidades, pero que la reglamentación de la ley pro-
veerá a este respecto, así como al de la escolaridad
y de la actuación en los distintos aspectos.

Creo, señores procuradores, que no tengo derecho
a molestaros más. La ley es concisa—basta leerla; se-
guramente la habéis leído todos—y, por tanto, no
ofrece ninguna otra consideración fundamental que

yo debiera señalar. Las disposiciones transitorias, con
un criterio amplísimo, resuelven toda esta situación
de tránsito, como su mismo nombre indica, en la
que la actual carencia de legislación ha de transfor-
marse en una legalidad y en una regulación jurídica
estricta.

LEY DE FORMACION PROFESIONAL
INDUSTRIAL

(Discurso de don José Navarro Latorre.)

Señores procuradores: Se presenta hoy a vuestra
sanción la ley de Formación Profesional Industrial,
importante aspecto del conjunto de la política edu-
cacional del Régimen y que representa un avance
necesario y esperanzador en la tarea de auxiliar nues-
tro resurgimiento económico y de incorporar a los
bienes de la cultura a grandes núcleos de trabajado-
res españoles.

Conocéis todos el impulso recibido por nuestras in-
dustrias en los últimos quince años: Es un legítimo
orgullo del Estado que Franco acaudilla haber sacu-
dido el sopor secular de nuestro desarrollo económico
y haberlo revitalizado en circunstancias de difícil he-
roísmo, servidas por una implacable voluntad de re-
surgimiento. Los avances conseguidos ofrecen una
consoladora perspectiva y son la mejor garantía de
esa entrañable consigna de producir más y mejor
para que el nivel de vida de los españoles mejore
gradualmente.

Sin embargo, tampoco se os oculta que en esta
dura y giganteca batalla de renacimiento y de adap-
tación de los medios materiales del país a las exi-
gencias del tiempo que nos toca vivir, es el factor
"hombre" el más decisivo. A nosotros no nos satis-
face por entero el elogio—merecido—que se haga de
la capacidad de trabajo y de rendimiento de nuestra
mano de obra. Nos interesa que las buenas cualida,
dades temperamentales del obrero español centupli-
quen su eficacia a través de una preparación técnica
adecuada y moderna, para que el servicio que preste
se vea ennoblecido por su elevación como hombre y
como experto profesional. De aquí la necesidad de
la ley que hoy os ofrecemos.

PROCESO HISTÓRICO

A las excelentes tradiciones artesanas de nuestros
Gremios y Cofradías, a la iniciativa minoritaria pero
entusiasta de una zona de nuestros empresarios in-
dustriales y al ejemplo estimulante de las Maestran-
zas militares, se debe buena parte de este fermento
fecundo que ha mantenido viva en nuestro país la
preocupación por la formación profesional. Pero son
dos disposiciones trascendentes—el Estatuto de En-
señanza Industrial de 31 de octubre de 1924 y el
Estatuto de Formación Profesional de 21 de diciem-
bre de 1928—las que abrieron cauces orgánicos para
la ordenación moderna y sistemática de Centros do-
centes dirigidos a esta finalidad. La notoria labor
fundacional de la Dictadura de Primo de Rivera tic-
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ne también aquí una ejecutoria gloriosa. Y cumplo
un grato deber, en nombre de la Ponencia y de la
Comisión de Educación que ha informado este pro-
yecto de ley, en rendir un sincero y justo homenaje
a nuestro ilustre compañero de la Cámara don Eduar-
do Aunós, quien, con sus colaboradores del Ministe-
rio de Trabajo y Previsión de aquella época, fueron
felices inspiradores y ejecutores de la ambiciosa in-
tención de tales disposiciones.

A lo largo de los últimos treinta años ambos Es-
tatutos—y singularmente el de Formación Profesio-
nal de 1928—han sido la norma decisiva para orde-
nar las actividades docentes de esta clase. ¡Buen ser-
vicio el que han prestado! Y, por si fuera poco, ellos
han permitido también que—con un sentido de res-
ponsable continuidad—el Ministerio de Educación
Nacional haya tomado sus líneas maestras para pre-
sentaros hoy una nueva ordenación legislativa, remo-
zada en fórmulas y adaptada a las necesidades que
presenta el problema tras la profunda mutación su-
frida por el país en los seis lustros transcurridos.

También es de justicia resaltar que nuestro Régi-
men, tanto en sus Centros oficiales como merced al
impulso e iniciativa de la Iglesia, del Movimiento,
de las Corporaciones provinciales y locales y de al-
gunas excelentes empresas privadas, había ya des-
bordado—si la expresión es permitida—los límites de
las antiguas estructuras docentes y sin perjuicio de
servirse de sus moldes fundamentales, ofrecían ya
granadas creaciones nuevas de formación profesional
que han sido un acicate más para que el Ministerio
de Educación las cobijara en una ordenación jurídica
adecuada a su importancia y a la calidad de los ser-
vicios que han prestado.

FORMACIÓN PROFESIONAL Y

ENSEÑANZA LABORAL

En la dilatada duración del proceso elaborador de
esta ley—cuyo estudio se inició en octubre de 1951,
recién creada la nueva Dirección General de Ense-
ñanza Laboral—han llegado a nosotros diversas indi-
caciones sobre la conveniencia de unificar las nuevas
organizaciones docentes de la Formación Profesional
con las ya consagradas en la feliz experiencia educa-
tiva de los Centros de Enseñanza Media y Profesio-
nal, popularmente conocidos bajo el nombre de Ins-
titutos Laborales. Tuve el honor de defender, en la
anterior legislatura, ahora hace seis años, el dicta-
men de la Ponencia que presentó ante el Pleno la
carta fundacional—directamente inspirada (y es de
justicia repetirlo) por la iniciativa personal del Jefe
del Estado—del nuevo orden docente. Tal vez ello
me conceda ante vosotros—aunque en ambos casos
voces más autorizadas que la mía dieron y darán a
la exposición doctrinal el rango que se merece un
pequeño crédito de aclarar ideas sobre este punto. Y
quiero hacerlo muy escuetamente: Los Institutos La-
borales quisieron resolver—y están en trance de de-
mostrarlo con hechos a la contemplación del país—un
triple problema de orden cultural, social y técnico.
Pretenden extender y ampliar las formas de nuestro
Bachillerato; ofrecen oportunidad de estudio en ci-

dos medios de enseñanza a los jóvenes que no viven
en capitales de provincia; y finalmente, inician a sus
alumnos en conocimientos profesionales técnicos ade-
cuados a las características económicas de las comar-
cas en las que se hallan enclavados. Son, por tanto,
verdaderos instrumentos de un sentido social de la
cultura, y su matiz técnico o profesional representan
para ellos una insinuación más que una finalidad
estricta, sin perjuicio de que este aspecto pueda ser
reforzado y concretado en los estadios superiores—ya
previstos y a punto de organizarse—de esta enseñan-
za. Los Centros de Formación Profesional—especial-
mente los industriales que ahora nos ocupan—son
fundamentalmente instituciones para el perfecciona-
miento de nuestros obreros, es decir, de aquellos jó-
venes que decididamente buscan desde el principio
de su adolescencia, en el taller y en la fábrica, su
medio de vida. Ambos organismos coinciden en su
finalidad de elevación general del nivel cultural y
técnico de nuestras juventudes, pero en cada caso se
sirve a una necesidad concreta, distinta y reclamada
por las circunstancias reales de cada grupo humano
y de las exigencias del país. De aquí que 48, de los
74 Institutos Laborales que ahora funcionan, sean de
modalidad agrícola, mientras sólo 22 pertenezcan al
grupo industrial y cuatro a la especialidad marítimo-
pesquera. Y por ello también el que el Ministerio de
Educación siga evitando cuidadosamente la funda-
ción de estos Centros en las capitales de provincias
mientras anuncia su propósito, en esta nueva ley, de
crear, por lo menos, una Escuela de Maestría Indus-
trial en cada uno de estos núcleos urbanos. Aunque
por el innegable parentesco de ambos órdenes docen-
tes—ramas familiarmente cobijadas en la Enseñanza
Laboral—quede prevista la coordinación de activida-
des (e incluso su fusión, si preciso fuere) de sus órga-
nos rectores.

EL SOPORTE ECONÓMICO

Pero poco representarían estos propósitos si no se
dispusiera de medios para convertirlos en efectivas
realidades. La fundación y dotación de los Centros
de Formación Profesional Industrial es empresa cos-
tosa. Los presupuestos del Ministerio de Educación
no eran capaces de atender a un mínimo decoroso
de esta clase de necesidades. Y por ello, el Gobierno,
a propuesta del ministro de Trabajo, estableció, por
el decreto de 8 de enero de 1954, un recargo de los
seguros sociales, dedicado a la formación profesional
—que ahora se confirma, elevado ligeramente—, a tra-
vés del cual la industria—primera beneficiaria de los
resultados de contar con personal preparado y adap-
tado a sus actuales necesidades—subviene con sus
propios recursos a tan importante misión.

Y también es justo destacar la excelente disposición
de los empresarios industriales nacionales al aceptar
con buen ánimo la idea de que esta aportación que
se les pide—y que es menor que la exigida para los
mismos conceptos en los países que tienen una indus-
tria pujante y ejemplar—han de otorgarla con el
convencimiento de que prestan un gran servicio a
sus propios intereses, a las legítimas aspiraciones de
sus obreros y al progreso de la Patria.
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GESTACIÓN DE LA LEY

Ya se dijo que la ley que se presenta a vuestra
sanción ha sido lentamente elaborada. Decía el señor
Patriarca, presidente de la Comisión de Educación
—cuya prudencia y tacto queremos destacar todos
sus componentes en su magnífica labor de pilotar y
llevar a buen puerto nuestras vivas dcliberadones—,
que la rapidez con la que hemos podido presentar el
dictamen se debe a que el Proyecto que el Gobier-
no trajo a nuestra consideración llevaba la marca
de una minuciosa y cuidadosa gestación. En efecto:
comenzado en octubre de 1951, la Dirección General
de Enseñanza Laboral lo sometió a una amplísima
encuesta en toda clase de sectores interesados, que se
prolongó hasta fines del verano de 1954. En septiem-
bre de dicho año pasó un primer proyecto a examen
del Consejo Nacional de Educación, cuya Sección
cuarta—en la que, como se sabe, están representados,
junto a los organismos técnicos docentes de la indus-,
tria privada, los Centros no oficiales de Formación
Profesional y los de las instituciones de la misma cla-
se del Estado y del Movimiento—le hizo objeto a
su vez de un exigente análisis, que se prolongó hasta
febrero de este año, celebrando cerca de treinta sesio-
nes—lo que supone un trabajo excepcional en estos
casos—para ofrecer su informe al Ministerio. Toda-
vía después de esto, la Dirección General de Ense-
ñanza Laboral, por encargo del ministro de Educa-
ción Nacional, lo sometió a nuevas consultas que
perfeccionaron el texto finalmente ofrecido a la deli-
beración del Gobierno. Cuando el Boletín de las
Cortes lo publicó, en 8 de junio último, habían pa-
sado cerca de cuatro años desde el comienzo de su
estudio, y en tan amplio plazo se había dado ancha
oportunidad a todos los sectores interesados para que
lo ilustraran y mejoraran. Queremos destacar asimis-
mo que en tan extenso período la Organización Sin-
dical tuvo una intervención decisiva en todas sus fa-
ses, hasta el punto de que nos sentimos orgullosos
de afirmar que la nueva ley es—si se nos consiente
la expresión—tan ministerial cuan sindicalista.

TAREA DE LA PONENCIA

En los cuatro días de trabajo de la Ponencia se
examinaron las 23 enmiendas presentadas con suje-
ción al Reglamento de las Cortes, otra que elevó di J
rectamente el procurador don Antonio Pons—quien
como residente y representante de Baleares no pudo
reunir las diez firmas obligadas -_y algunos escritos
y sugerencias que por diversos conductos afluyeron
a los componentes de la misma. Con el material acu-
mulado y sus propios razonamientos, la Ponencia in-
trodujo modificaciones que afectaban—sustancial o
ligeramente—a 31 de los 52 artículos del Proyecto,
suprimió una de las cuatro disposiciones transitorias
y alteró la redacción de cuatro de las ocho disposi-
ciones finales, proponiendo además, en su dictamen
a la Comisión, dos artículos nuevos. La simple re-
ducción a datos estadísticos de este trabajo sirve para
valorar adecuadamente la importancia y decisiva in-
tervención de las Cortes en la presentación al Pleno
del Proyecto de Ley que le remitió el Gobierno para
su estudio.

Para la culminación de su dictamen, la Ponencia es-
tudió en primer término las enmiendas presentadas.
De las veintitrés que a nosotros llegaron, siete iban
firmadas en cabeza por el procurador sindical don An-
tonio Fernández Pacheco; una, por el señor García Her-
nández; dos, por el también representante sindical don
Gerardo Gavilanes Verea; tres, por el procurador se-
ñor Gómez Aranda, y una, por cada uno de los pro-
curadores señores Sanz Nogués, Filgueira y Reus Cid.
A ellas se añadió la ya señalada del señor Pons, y,
aún en la Comisión—pues llegaron tras la elaboración
del dictamen —se examinaron con toda atención otro
grupo de observaciones remitidas—sin la obligatoria
suscripción de los diez procuradores reglamenta-
rios—y encabezadas por el señor González Sama. Una
enmienda con la sola firma del procurador señor Abc-
lló a la Comisión cuando ésta iniciaba sus deba-
tes, y el presidente estimó que no procedía estirar
más la flexible y bien demostrada amplitud de cri-
terio observada a este respecto.

De las siete primeras enmiendas suscritas por el
señor Fernández Pacheco, la Ponencia primero y la
Comisión después, acordaron aceptar cinco; las seña-
ladas en los números 1, 4, 5, 6 y 7. Su texto íntegro,
o con muy ligeros retoques, figura incluido en los
artículos 12, 29, 46, 48 y 50 del proyecto defnitivo.
Se referían a un ligero incremento de la cuota de
formación profesional en las empresas estatales y
paraestatales; al establecimiento de comedores y can-
tinas escolares en los Centros reconocidos de Forma-
ción Profesional Industrial; a la titulación académica
del personal directivo de estas Instituciones docentes
—enmienda número cinco que la Ponencia agrade-
ció especialmente, pues le permitió incluir en el
dictamen un nuevo artículo sobre este importante
extremo—; al nombramiento de inspectores de mate-
rias especiales, a propuesta de la Secretaría General
del Movimiento, y a la inclusión de los maestros de
taller en la posible categoría de profesores numera-
rios. Le fué rechazada la enmienda número dos—que
reclamaba el que las empresas industriales de carác-
ter estatal y paraestatal construyeran y sostuvieran
(además de su contribución de las cuotas, incremen-
tadas para ellas especialmente) sus propios Centros
de Formación Profesional, por estimar que con el
n.encionado incremento quedaba garantizada la ejem-
plaridad de las mismas en su aportación a estos fi-
nes. Y también se le desestimó la enmienda número
tres, enderezada a establecer dotaciones mínimas
—equivalentes a las del personal docente de los Cen-
tros oficiales—para el profesorado de los Centros no
oficiales. Al discutirse esta enmienda en el seno de
la Comisión se suscitó un vivo debate, finalmente
resuelto por votación, en el que quedó el dictamen
tal cual iba, no sin que buena parte de los procura-
dores que intervinieron dejaran bien sentada su pos-
tura favorable en principio a la intención defendida
por el señor Fernández Pacheco, pero comprendien-
do que tal tema, a pesar de otras excepciones men-
cionadas por el citado señor procurador, era de la
competencia privativa del Ministerio de Trabajo.

También aceptó la Ponencia primero y la Comi-
sión después la enmienda número ocho, firmada
en cabeza por el señor García Hernández, y co su
virtud quedó suprimida la tercera de las disposicio-
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nes transitorias del proyecto primitivo referente al
régimen económico de las Corporaciones Locales en
relación con sus aportaciones a la Formación Pro,
fesional.

D'e las ocho enmiendas suscritas en primer térmi-
no por el señor Gavilanes Verea, fueron aceptadas
—en su letra o en su espíritu—por la Ponencia y
luego por la Comisión, seis: la número nueve (al ar-
tículo 14), que pretendía una especial representación
de la Organización Sindical en la Junta Central de
Formación Profesional Industrial; la número 10 (al
artículo 20), cuya aspiración de extender los benefi-
cios de esta ley a la formación artesana, ftté llevada
—con las nuevas fórmulas presentadas por el señor
Ferreiro Rodríguez—al texto de la disposición final
primera; la número 12 (al artículo 29), que solicita-
ba, coincidiendo con la petición contenida en la en-
mienda suscrita por el señor Filgueira (la núm. 23
en el orden de presentación), la supresión de los dos
años de pruebas para los Centros que aspiraban al
reconocimiento y se encontrasen en circunstancias es-
peciales; la número 13 (al art. 34), que reclamaba
sistemas más flexibles en la formación mixta, y las
números 14, 15 y 16 (a los arts. 39, 42 y 43), sobre
la ordenación de tribunales de reválida y duración
del curso académico. Se rechazaron dos: la núme-
ro 11 (al art. 25), que solicitaba la creación de Ins-
tituciones privadas similares a las detalladas en dicho
artículo, por cuanto la Ponencia primero y la Comi-
sión después consideraban que tal aspiración estaba
en parte implícita en la redacción de la última parte
del citado artículo, y porque en todo caso se consi-
deraba prematuro establecer dicho derecho, teniendo
en cuenta que las aludidas Instituciones oficiales se
ofrecían al servicio de toda clase de Centros, es de-
cir, en beneficio también de las Instituciones y per-
sonal no estatales. También quedó sin aceptar la en-
mienda número 17 (al art. 50), que reclamaba el
que los inspectores de la Iglesia y del Movimiento
enviaran los informes de sus visitas al Ministerio de
Educación a través- 'de sus organismos jerárquicos,
pues tanto la Ponencia como la Comisión coincidieron
en reconocer que, para la mayor eficacia y prestigio
de dichas inspecciones, sus informes debían ser ele-
vados también, de modo directo, al referido Ministe-
rio, como ocurre en otros grados de la Enseñanza.

La enmienda número 18, cuyo primer firmante
era el señor Gómez de Aranda, propugnaba, como
extensión a lo afirmado en el artículo 13 del Pro-
yecto de ley, la creación de una sección de especiali-
dades técnicas en los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire.
Aun comprendiendo la importancia de dicha pro-
puesta y coincidiendo plenamente con su intención,
la Ponencia y la Comisión consideraron que la ma-
teria era privativa de la jurisdicción de los Ministe-
rios Militares. No obstante, y por el especial sentido
nacional y social de dicha propuesta, se acordó trans-
formarla en Moción, que la Comisión de Educación
de las Cortes eleva al Gobierno por el conducto je-
rárquico del presidente de la Cámara.

En cuanto a las enmiendas número 19 (que puede
ser referida al art. 24) y la número 20 (al art. 4.°)
del mismo señor procurador, ambas quedaron recogi-
das en su fundamental intención: la primera de las
citadas incluyendo en el mencionado artículo 24 ld

expresión "actividades circutnescolares", y la segun-
da—que solicitaba la declaración de que la Forma-
ción Profesional era función propia de la Organiza-
ción Sindical—llevando parecidas afirmaciones, tan-
to al preámbulo cuanto a determinadas alusiones con-
cretas del articulado de la ley.

En relación con la enmienda número 21, propuesta
por don Angel B. Sanz, la Ponencia y la Comisión
estimaron que contenía dos partes: la primera solici-
tando la inclusión de la categoría de "jefes de Depar-
tamento" en la clasificación del profesorado estable-
cida por el artículo 46 del Proyecto primitivo, y la
segunda referida a la inclusión de los maestros de
taller como posibles profesores titulares. Ya se dijo,
al hablar de la enmienda número siete del señor Fer-
nández Pacheco, que esta segunda parte había sido
plenamente aceptada. Respecto a la primera, se con-
sideró que no procedía incluirla, ya que la citada
denominación era privativa de los Centros de For-
mación Profesional de Madrid y se apoyaba en un
Reglamento de carácter interior publicado en 1945
por el Patronato de Formación Profesional de la ca-
pital en forma autorizada, pero no sancionada, siquie-
ra por una Orden ministerial. Respecto al futuro de
este profesorado—que la enmienda consideraba en
riesgo—ya se aclaró suficientemente que, de acuerdo
con lo establecido en la disposición transitoria terce-
ra del dictamen (antigua cuarta del Proyecto), la cla-
sificación definitiva del personal docente se hará por
reglamentaciones posteriores, que tendrán en cuen-
ta, entre otras circunstancias, su titulación académi-
ca, años de servicio y ejercicio de funciones directi-
vas o de responsabilidad. Esto no obstante, la Comi-
sión proclamó por unanimidad que el trato que haya
de darse en el futuro al actual profesorado de los Cen-
tros de Formación Profesional Industrial debe ser
regulado por idénticos criterios de justicia tanto para
el personal de Madrid cuanto para el de toda España.

Quedó aceptada, asimismo, la enmienda núme-
ro 22, encabezada por el señor Reus Cid, que pre-
cisaba la competencia del Ministerio de Educación
en la adaptación y aplicación en el futuro de las nor-
mas generales de esta ley a todo el campo de la For-
mación Profesional.

Y por los motivos expuestos al hablar de la en-
mienda número 10 del señor Gavilanes Verea, quedó
aceptada la número 23, cuyo primer firmante era el
señor Filgueira, si bien se precisó que la modificación
solicitada debía ser incluida más correctamente en
el artículo 29—y no en el 27, cual aquí se solicita-
ba—, y que en todo caso parecía justo extender la
supresión de los dos años de prueba no sólo a los
Centros dependientes de la Iglesia y del Movimiento
que aspiren a la categoría de reconocidos, sino tam-
bién a todos los demás que por sus circunstancias
especiales así lo merecieran. Aparte de un criterio
de estricta justicia distributiva, la Ponencia y la Co-
misión consideraron que otras instituciones—como,
por ejemplo, las Corporaciones provinciales y locales,
los Montepíos y Mutualidades Laborales, etc.—debie

-ran quedar en pie de igualdad para recibir los privi-
legios de estas excepciones.

La creación de Juntas insulares de Formación Pro-
fesional Industrial, reclamada por la enmienda que
a título personal elevó don Antonio Pons, quedó in-
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cluída, en la forma que se consideró adecuada, en
el texto del artículo 19 que figura en el dictamen
definitivo.

DEBATE DE LA COMISIÓN

El dictamen, modificado por la propia Ponencia
y por la aceptación de las enmiendas indicadas, fué
llevado a la consideración de la Comisión. A lo largo
de una densa y apretada jornada de trabajo—en
que no se regatearon esfuerzos—su versión definitiva
quedó plenamente elaborada. A la intervención de
los procuradores ya reseñados en el estudio de las
endniendas, cabe añadir la de todos los demás compo-
nentes de la Comisión que asistieron al debate. El
texto propuesto por la Ponencia fue enriquecido con
estas aportaciones, y para no agotar vuestra pacien-
cia destacaré únicamente las cinco principales modi-
ficaciones introducidas en la mencionada discusión:
la inclusión de un artículo nuevo—número 34 del
dictamen definitivo—propuesta por el señor Peinar-
tín Sanjudn para evitar que los Centros docentes de
Formación Provisional Industrial puedan hacer co m .
petencia ilícita comercial con los productos elabora-
dos en sus talleres; la precisión de extender la crea-
ción de Centros de Formación Profesional Artesana
--y confiarlos fundamentalmente a la tutela de la
Organización Sindical—, incluida en la disposición
final primera a propuesta del señor Ferreiro Rodrí-
guez, quien de forma incansable y entusiasta pro-
puso, a lo largo de los debates de la Comisión, otras
acertadas modificaciones del dictamen; la habilitación
de un régimen de adaptación provisional del profe-
sorado de los Centros no oficiales, solicitada por el
doctor Olaechea, arzobispo de Valencia, durante el
plazo de transición que se considere justo a tales efec-
tos, fórmula incluida en la redacción definitiva dc
la disposición transitoria segunda; la solicitud de la
Asociación Nacional de Peritos Industriales—otra de-
mostración de la permeabilidad de las Cortes a las
sugerencias del país—para que se precisara—como
así quedó recogido en la novena disposición transito-
ria del dictamen definitivo—el que la derogación de
los Estatutos de 1924 y 1928 se refería exclusivamen-
te a las materias objeto de esta ley, y, por último, a
propuesta del señor Albert, y según las observacio-
nes enviadas por el señor González Sama como pri-
mer firmante, se introdujeron modificaciones impor-
tantes en la disposición transitoria primera, relativas
al respeto del derecho de los bienes patrimoniales de
los antiguos Patronatos Locales y al mecanismo de
sucesión que establezca un lazo de continuadad, sir
interrupciones perjudiciales entre dichos organismw
y las Juntas de Formación Profesional Industrial que
se crean al amparo de esta ley.

Tal ha sido, señores procuradores, la labor reali-
zada por la Ponencia y por la Comisión de Educa-
ción de la Cámara para presentaros el proyecto que
ahora va a defender, en sus razones más profundas,
el ministro de Educación Nacional. Tras escuchar
su autorizada exposición, la Ponencia os pide sancio-
néis con vuestros votos favorables la ley de Forma-
ción Profesional Industrial.

EXPOSICION DE AMBAS LEYES POR EL SEÑOR
MINISTRO DE EDUCACION NACIONAL

I) INTRODUCCIÓN. AGRADECIMIENTO

A LAS CORTES

Señores procuradores: Compláceme subir de nuevo
a esta tribuna y hacer uso de la palabra para someter
a vuestro examen—y si os satisfacen, a vuestro asen-
timiento—unos proyectos de ley que muy directa-
mente afectan al perfeccionamiento profesional. Re-
riérese uno de ellos a los estudios y títulos de espe-
cialidades médicas—brillantemente expuesto por el
ilustre rector de la Universidad de Valladolid, doctor
Díaz Caneja—. Conságrase el otro al más amplio
tema de la formación industrial obrera, que de modo
inteligente ha descrito el procurador señor Navarro
Latorre. Ambos proyectos, por encima de las natura-
les diferencias que sus finalidades inmediatas impo-
nen, convergen en un mismo propósito fundamental:
mejorar, en toda la medida posible, el adiestramiento
de unos hombres que han de contribuir a la conser-
vación de la salud o al progresivo desenvolvimiento
de las condiciones que hagan más próspera y más
humana la vida de este gran pueblo en el que Dios
nos ha concedido nacer.

Mas, antes de adentrarme en un análisis del se-
gundo de estos proyectos, permitidme que salde una
deuda que tengo pendiente con vosotros. Una deuda
de agradecimiento por la generosa colaboración que
habéis venido prestando a las iniciativas del Depar-
tamento de Educación.

Pero, además, simplemente como hombre, os debía
otra palabra de gratitud. Aún resuenan en mi cora-
zón los ecos de la amistosa acogida con que me reci-
bisteis el pasado mes de diciembre, a las pocas horas
de descender del avión que me trajo de las tierras
hermanas de Hispanoamérica.

Vuestro gesto lo transferí calladamente entonces
a quien en justicia correspondía: en primer lugar, a
Su Excelencia el Jefe del Estado, que, con la firme-
za de su política, ha logrado reivindicar, dentro y
fuera de nuestros confines, el sentido de la dignidad
de la Patria, y ha hecho posible que los españoles
de nuestro tiempo podamos recorrer, sin vanagloria
y sin jactancia, pero con honor y con alegría, todas
las tierras del mundo. Y en segundo lugar, distribuí
el calor de vuestro gesto entre un grupo de esparzo
les beneméritos, algunos de los cuales se sientan en
esos escaños de las Cortes, quienes con el vigor de
su inteligencia y con el temple de sus espíritus, fue-
ron en verdad los ganadores de aquellos pacíficos
combates en las Asambleas internacionales, celebra-
das bajo los cielos que ennoblece la Cruz del Sur.

De ese viaje conservo, señores procuradores, mu-
chos recuerdos; recuerdos muy hondos. Solanzente
dos os brindo ahora, porque me llevan de golpe al
nudo de mi intervención en esta tarde.

Trasladaos conmigo un momento a la ciudad del
Cuzco, allá en la cordillera andina, donde si el Inca
dejó las huellas ciclópeas de su pasmosa arquitectura,
España trenzó el más delicado encaje de su artesa-
nía. Asistid conmigo en la dorada Catedral—recons-
truida no ha mucho con la colaboración de España—
a la Primera Comunión de casi un medio millar de




